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RESUMEN 
 
 

El principal problema del caso gira en torno a analizar si los remedios adoptados 

por el proveedor ante el defecto en el producto se encuentran dentro de los 

alcances del deber de idoneidad y, en consecuencia, determinar que Claro es 

responsable administrativamente. En base al criterio establecido en la 

Resolución 1008-2013/SPC-INDECOPI establece que, independientemente de 

que el proveedor haya corregido el defecto, basta que se acredite que hubo un 

defecto y que dicho defecto sea atribuible al proveedor, el proveedor debe de 

responder por dicho defecto. Por lo que, en el presente caso, el proveedor no 

logró acreditar que el golpe fue la causa de que el celular presentara defectos. 

Por lo que, Claro es responsable administrativamente por incurrir a una infracción 

al deber de idoneidad. 

 
 

Asimismo, analizar que no existió vulneración al debido procedimiento por parte 

de la Comisión al declarar nulidad parcial de la resolución de la primera instancia. 

Además, se analizará el recurso de revisión y si ante su interposición era posible 

ejecutar o exigir el cumplimiento de la medida correctiva y de la sanción emitida 

mediante Resolución Final Nº 3015-2012/PS3. Finalmente, cuestionar la 

aplicación del recurso de revisión en el presente caso. 

 
 
 
 

Palabras clave 
Deber de idoneidad, recurso de revisión, consumidor, medida correctiva, 

sanción. 



ABSTRACT 
 
 

The main problem of the case revolves around analyzing the remedies adopted 

by the supplier in the face of the defect in the product are within the scope of the 

duty of suitability and, consequently, determining that Claro is administratively 

responsible. Based on the criteria established in Resolution 1008-2013/SPC- 

INDECOPI, it establishes that, regardless of whether the supplier has corrected 

the defect, it is enough to prove that there was a defect and that said defect is 

attributable to the supplier, the supplier must respond for said defect. Therefore, 

in the present case, the provider was unable to prove that the blow was the cause 

of the defects in the cell phone. Therefore, Claro is administratively responsible 

for incurring a breach of the duty of suitability. 

 
 

Likewise, to analyze that there was no violation of due process by the 

Commission by declaring partial nullity of the resolution of the first instance. In 

addition, the appeal for review will be analyzed and if before its filing it was 

possible to execute or demand compliance with the corrective measure and the 

sanction issued by Final Resolution No. 3015-2012/PS3. Finally, to question the 

application of the review resource in the present case. 
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PRINCIPALES DATOS DEL CASO 
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I. INTRODUCCIÓN 
 

1.1. Justificación de la elección de la resolución 
 

Por medio de la Resolución Nº 1008-2013/SPC-INDECOPI la Sala realiza un 

nuevo criterio del deber de idoneidad, por lo que resulta indispensable analizar 

sus alcances en las ventas de productos que son producidos en masa. Este 

nuevo criterio respecto al deber de idoneidad impacta en la responsabilidad 

administrativa del proveedor. 

Asimismo, se analizará la importancia del recurso de revisión y si ante su 

interposición se puede exigir o ejecutar el cumplimiento de la medida correctiva 

y de la sanción emitida mediante resolución final de Comisión. 

 
1.2. Presentación del caso y análisis 

 

Por medio del escrito de fecha 5 de septiembre de 2011, el señor Daniel Enrique 

Torrealba ( en adelante, señor Torrealba) denunció a América Móvil Perú S.A.C. 

(en adelante, Claro) por la presunta infracción a los artículos 18 y 23.1 del Código 

de Protección al Consumidor (en adelante, Código). 

 
El presente caso fue revisado tanto ante el Órgano Resolutivo de Procedimiento 

Sumarísimo (en adelante, ORPS) como Comisión de Protección al Consumidor 

Nº 2 (en adelante, Comisión), y posteriormente se presentó un recurso de 

revisión ante la Sala de Defensa de la Competencia Nº 2 (en adelante, Sala), 

siendo declarado infundado. 

 
El enfoque principal del caso está en analizar la Resolución 1008-2013/SPC- 

INDECOPI de fecha 25 de abril de 2013, respecto a determinar si el proveedor 

es responsable administrativamente por presunta infracción al deber de 

idoneidad. Al respecto, se considera la responsabilidad de Claro debido a que el 

defecto del producto es atribuible al proveedor, por lo que el proveedor debe de 

responder por dicho defecto. No habiéndose logrado acreditar que el golpe fue 

la causa que el celular presentara defectos. 
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II. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 
 

2.1. Antecedentes 
 

El 11 de abril de 2011 la empresa Macaco S.A.C. adquiere el iPhone 4 de 32 GB 

Negro con Número de serie IMEI 012648005923422, el cual asignado al señor 

Torrealba para fines personales y laborales. 

 
No obstante, a los pocos meses de haberlo adquirido, éste dejó de funcionar 

debido a que la pantalla no encendía correctamente, no cumpliendo para el fin 

por el que fue destinado a usarse. 

 
Por tal motivo, el 15 de agosto de 2011, el señor Torrealba llevó el celular al 

servicio técnico de Claro a fin de que pueda ser reparado. Sin embargo, el día 

que fue a recogerlo, 19 de agosto del mencionado año, se le informó que 

presentaba un golpe y que el software fue actualizado. Por lo que se le devolvió 

el celular, sin que haya sido solucionado por el servicio técnico. 

 
2.2. Hechos relevantes del caso 

 

1. Denuncia por infracción al Código de Protección al Consumidor de 
05/09/2011. 

 
El denunciante alegó que Claro le vendió un equipo Iphone 4 de 32 Gb, el cual 

a los pocos meses de adquirirlo presentó defectos de funcionamiento. Pese a 

que el señor Torrealba lo ingresó al servicio técnico de Claro, le manifestaron 

que no podía ser reparado por defectos encontrados en el display, por lo que 

solo actualizaron el Software, más no pudo ser arreglado por la empresa. Claro 

se negó a hacer efectiva la garantía ofrecida aduciendo que el celular presentaba 

un golpe. 

 
2. Resolución Nº 2 de fecha 23 de septiembre de 2011 
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Mediante Resolución Nº 2 se admite a trámite la demanda y su subsanación de 

fecha 5 y 16 de septiembre de 2021, respectivamente, por vulneración a los 

artículos 19 y 23 del Código. 

 
3. Descargos de fecha 10/10/2011 

 
 

Mediante el escrito de fecha 10 de octubre de 2021, Claro presenta sus 

descargos ante la denuncia presentada por el señor Torrealba y que fue admitida 

a trámite. Al respecto, argumentó lo siguiente: 

 
(i) Mediante el Manual del Cliente se proporciona a los clientes los 

supuestos cubiertos por la garantía que ofrecen. Por lo que, se 

comprometen a solucionar las fallas que puedan presentarse o efectuar 

cambios cuando las reparaciones no fueran posible; siempre y cuando 

sean supuestos cubiertos por la garantía. Respecto al caso, se verificó 

que el equipo presentaba el display principal averiado y que presentaba 

golpes, supuesto excluyente de la garantía, por lo que no estaba dentro 

de la cobertura de la garantía. En consecuencia, Claro no estaba obligada 

a efectuar reparaciones o cambios gratuitos. 

 
(ii) La obligación de garantizar un producto idóneo no conlleva que se 

tenga la obligación de garantizar que un producto nunca va a presentar 

fallas. Sino que, en virtud de la garantía, su obligación consiste en 

solucionar inmediatamente las fallas que pudiesen presentarse. 

 
(iii) No tiene sustento el argumento de que solo realizó una actualización 

del software al equipo celular. Debido a que en la Orden de Servicio 

Técnico no se indica que los técnicos especializados no realizaron una 

revisión de los componentes dentro del equipo celular. 

 
4. Resolución Final Nº 1362-2011/PSE3 de 28/10/2011 

 
 

Mediante Resolución Final Nº 1362-2011/PSE3, ORPS resolvió lo siguiente: 
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(i) Se declaró fundada la denuncia presentada al señor Torrealba por 

infracción al artículo 19º del Código, debido a que Claro habría negado 

indebidamente la cobertura de la garantía del producto. 

 
(ii) Se declaró infundada la denuncia por presunta infracción al artículo 23º 

del Código, debido a que Claro sí dejó constancia del equipo antes y 

después del servicio de reparación 

 
(ii) Como medida correctiva se ordenó a Claro que cumpla con entregar 

al señor Torrealba un nuevo celular con similares características a las que 

había adquirido o en su defecto reembolse el monto de la contraprestación 

pagada por el equipo. Así como reembolsar por el equipo que adquirió en 

reemplazo del celular defectuoso, ascendente a S/. 59,00. 

 
(iii) Sancionar a Claro con una multa de 1 UIT, así como el pago de costas 

y costos. 

 
5. Escrito de apelación de 22/11/2021 

 
 

Mediante el escrito de fecha 21 de noviembre de 2011, Claro presentó su recurso 

de apelación, mediante el cual solicitó que se revoque la Resolución Final Nº 

1362-2011/PSE3 y se declare infundada la denuncia. 

 
6. Resolución Nº 6 de 12/12/2011 

 
 

Mediante Resolución Nº 6 se declaró la nulidad del acto contenido en la 

Resolución Nº 5 que había denegado el recurso de apelación. En consecuencia, 

se concedió el recurso de apelación presentado por Claro. 

 
7. Resolución Final Nº 3015-2012/CPC de 15/08/2012. 

 
 

Mediante Resolución Final Nº 3015-2012/CPC se resolvió lo siguiente: 
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(i) Se declaró en determinado extremo la nulidad de la Resolución Nº 

1362-2012/PS3 y la Resolución Nº 2 emitidas por el ORPS. 

 
(ii) Se confirmó la Resolución Nº 1362-2012/PS3 en el extremo que se 

declaró fundada la infracción al artículo 19º del Código, referido a la venta 

de un producto no idóneo. 

 
(iii) Se declaró fundada la denuncia por infracción al artículo 19º del 

Código, en el extremo referido a la negativa de cobertura de la garantía y 

reparación del producto cuestionado. 

 
(iv) Se sancionó a Claro con una multa de 1.5 UIT, así como el pago de 

costas y costos. 

 
(v) Se ordenó como medida correctiva que Claro cumpla con entregarle al 

señor Torrealba un producto similar o de las mismas características que 

el celular defectuoso. 

 
8. Recurso de Revisión de 04/09/2012 

 
 

El 4 de septiembre de 2012, Claro presentó un recurso de revisión contra la 

resolución final emitida por la Comisión, a fin de que le sea concedida y elevada 

a Sala. 

 
9. Resolución Final Nº 794-2012/PSE1 de 19/11/2012. 

 
 

Mediante la Resolución Final Nº 794-2012/PSE1, 

ORPS cuestiona y sanciona el incumplimiento de la medida correctiva impuesta 

mediante Resolución Final Nº 1362-2011/PSE3 y que fue confirmada mediante 

Resolución Final Nº 3015-2012/CPC . 

 
Sobre la interposición del recurso de revisión, ORPS señaló que la Sala no emitió 

mandato que suspenda la ejecución de la Resolución Final Nº 1362-2011/PS3 y 

la Resolución Final Nº 3015-2012/CPC, por lo que le corresponde continuar con 
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la tramitación del procedimiento. Debido a que la interposición del recurso de 

revisión no suspende la ejecución de las resoluciones finales resueltas. 

 
Sobre el incumplimiento de las medidas correctivas, la denunciada no presentó 

medio probatorio que acredite su cumplimiento, pese a que el plazo máximo 

venció el 3 de agosto de 2012. 

 
Por lo que se declaró fundada la denuncia por incumplimiento de medida 

correctiva interpuesta contra Claro. En consecuencia, se impuso una multa de 3 

UIT. Además, se requirió al demandado que cumpla con la medida correctiva 

ordenada en la Resolución Final Nº 1362-2011/PSE3, bajo apercibimiento de 

duplicar la multa impuesta. 

 
10. Recurso de apelación de fecha 14/12/2012. 

 
 

Claro presentó recurso de apelación contra la Resolución Final Nº 794- 

2012/PSE1, mediante el cual, entre otros, se declaró fundada la denuncia por 

incumplimiento de medida correctiva. Por lo que solicitó que se le conceda el 

recurso de apelación y se eleve a Comisión. 

 
12. Resolución 1008-2013/SPC-INDECOPI de 25/04/2013 

 
 

Mediante la Resolución 1008-2013/SPC-INDECOPI se declaró improcedente el 

recurso de revisión planteado por Claro contra la Resolución Nº 3015-2012/CPC: 

 
(i) Se declaró infundado respecto a la presunta interpretación errónea del 

artículo 19º del Código. 

 
(ii) Se declaró infundado respecto a la presunta vulneración del principio 

de debido procedimiento contenido en el numeral 1.2. del artículo IV del 

Título Preliminar de la Ley 27444, debido a que se verificó que la Comisión 

no sancionó a Claro por un hecho nuevo. 
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III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 
JURÍDICOS 

 
 

III.1. Problema principal 
 
 

¿Los remedios adoptados por el proveedor ante un defecto en el producto no se 

encuentran dentro de los alcances del deber de idoneidad? 

 
III.2. Problemas secundarios 

 
 

Ante la interposición de un recurso de revisión, ¿la CC2 podía ejecutar o exigir 

el cumplimiento de la medida correctiva y de la sanción emitida mediante 

Resolución Final Nº 1362-2011/PSE3 el cual fue confirmada con la Resolución 

Final Nº 3015-2012/CPC? 

 
¿Existió vulneración al debido procedimiento administrativo por parte de CC2 al 

declarar nulidad parcial de la resolución de primera instancia? 

 
III.3. Problemas complementarios 

 
 

¿El recurso de revisión en los procedimientos sumarísimos afecta la naturaleza 

de la celeridad de la resolución administrativa? 

 
IV. POSICIÓN DEL CANDIDATO/A 

 
 

IV.1. Respuestas preliminares a los problemas principal y secundarios 
 
 

Los remedios adoptados por Claro ante el defecto del producto no se encuentran 

dentro de los alcances del deber de idoneidad. Por lo tanto, es responsable 

administrativamente. 
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Ante la interposición del recurso de revisión, la CC2 podía ejecutar o exigir el 

cumplimiento de la medida correctiva más no de la sanción emitida mediante 

Resolución Final Nº 1362-2011/PSE3 el cual fue confirmada con la Resolución 

Final Nº 3015-2012/CPC. 

 
No existió vulneración al debido procedimiento administrativo por parte de CC2 

al declarar nulidad parcial de la resolución de primera instancia. 

 
Finalmente, el recurso de revisión en los procedimientos sumarísimos afecta la 

naturaleza de la celeridad de la resolución administrativa. 

 
IV.2. Posición individual sobre el fallo de la resolución 

 
 

Respecto a lo resuelto en la Resolución Nº 1008-2013/SPC-INDECOPI 

considero correcto el criterio establecido respecto al deber de idoneidad. 

Asimismo, independientemente de que el proveedor haya corregido el defecto 

basta que se acredite que hubo un defecto y que dicho defecto sea atribuible al 

proveedor, el proveedor debe de responder por dicho defecto. 

 
No obstante, una de las potenciales críticas de dicha resolución es que , mientras 

se encontraba en curso dicho recurso de revisión, surgió cuestionamiento 

respecto de si se podía ejecutar o exigir el cumplimiento de la medida correctiva 

y de la sanción emitida mediante Resolución Final Nº 1362-2011/PSE3 el cual 

fue confirmada con la Resolución Final Nº 3015-2012/CPC. 

 
Asimismo, otra crítica consiste en que resulta cuestionable que una denuncia 

que ingresó por ORPS y que, en virtud de su naturaleza, debió ser resuelta de 

forma célere. 
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V. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 
 
 

PROBLEMA PRINCIPAL 
 
 

PROBLEMA 1: ¿Los remedios adoptados por el proveedor ante un defecto 
en el producto no se encuentran dentro de los alcances del deber de 
idoneidad? 

 
Respecto a la pregunta principal corresponde analizar si los remedios adoptados 

por Claro se encuentran o no dentro de los alcances del deber de idoneidad, a 

fin de determinar si Claro es responsable administrativamente. 

 
Previo a desarrollar el tema de fondo respecto al deber de idoneidad, 

corresponde revisar aspecto relevantes: (i) competencia administrativa de 

Indecopi en el sector de telecomunicaciones del presente caso; y (ii) la relación 

de consumo entre el señor Torrealba y Claro. Todo ello con la finalidad de 

determinar la competencia de Indecopi en el presente procedimiento. 

 
1.1. La competencia administrativa de Indecopi en materia de 
telecomunicaciones 

 
El artículo 91º del TUO de la LPAG menciona que las autoridades 

administrativas, de oficio, deben asegurarse de su propia competencia para 

iniciar un procedimiento. 

 
Asimismo, el procedimiento administrativo se sustenta principalmente en el 

principio de legalidad el cual se encuentra establecido en el Artículo IV del TUO 

de la LPAG; por lo que el límite impuesto al ejercicio de las competencias 

administrativas es que se encuentren reguladas por ley. 

 
Asimismo, el artículo 105º del Código es el que otorga competencia al Indecopi 

para conocer y sancionar cuando se vulneren derechos de los consumidores en 

las relaciones de consumo. Si bien esto es la regla general, también dicha 
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competencia puede ser negada por ley, cuando sea otro organismo del Estado 

el encargado de cumplir con dicha finalidad en un sector específico del mercado. 

 
En ese sentido, la competencia de Indecopi se podrá ver restringida a favor del 

organismo público sectorial, solo en caso se le asigne a esta autoridad sectorial 

supuestos expresos y específicos, debiendo igualmente cumplir con una efectiva 

tutela de los derechos de los consumidores. 

 
Por esa razón, el artículo 63º del Código indica la competencia que poseen los 

organismos reguladores para proteger los derechos de los usuarios de los 

servicios públicos, siendo en diversos sectores como saneamiento, 

telecomunicaciones, entre otros. 

 
Específicamente, en el sector de telecomunicaciones, el artículo 37º de la Ley 

Nº 27336, establece que la entidad prestadora del servicio es la que conoce en 

un primer momento las reclamaciones de los usuarios; siendo Osiptel la segunda 

instancia en ser competente para conocer ello. 

 
Por lo tanto, Osiptel es competente para conocer reclamos relacionados con la 

prestación de servicios públicos de telecomunicaciones, mientras que Indecopi 

es competente sobre reclamos y denuncias que no forman parte de los aspectos 

mencionados. Sin perjuicio de ello, las empresas de este sector deberán 

sujetarse a lo establecido en el Código. 

 
Teniendo en cuenta que la protección de los derechos de los consumidores 

constituye un mandato originario de la Constitución y no del Código, se debe de 

garantizar su efectiva protección. Por lo tanto, primero deberá realizar un análisis 

a fin de determinar la competencia de Indecopi o no en el presente caso. 

 
Aplicación al caso concreto 

 
 

Tal como se mencionó en los hechos del caso, el señor Torrealba denunció a 

Claro debido a que, a los pocos meses de haber sido adquirido el celular, este 

dejó de funcionar debido a que la pantalla no encendía correctamente. Por lo 
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tanto, cuestiona el hecho de que se le haya entregado un equipo celular 

defectuoso, el cual presentó defectos de funcionamiento a los meses de 

adquirirlo. 

 
En este caso, el hecho denunciado por el señor Torrealba no estuvo enfocado a 

cuestionar la idoneidad del servicio de telefonía móvil prestado por Claro, sino al 

hecho de que se le brindó un equipo celular defectuoso. 

 
Por lo tanto, se considera que el hecho a analizar no versa sobre un aspecto 

concerniente a la idoneidad del servicio de telecomunicaciones sino referente a 

un producto defectuoso, por lo que Indecopi es competente para conocer el 

hecho denunciado. 

 
1.2. Sobre la relación de consumo entre el señor Torrealba y Claro 

 
 

Como se mencionó previamente, el artículo 91º del el TUO de la LPAG establece 

que las autoridades administrativas deben asegurarse de su propia competencia 

antes de iniciar un procedimiento. Puesto que la competencia es uno de los 

requisitos de validez de los actos administrativos, según lo dispuesto en el 

artículo 3º del TUO de la LPAG. 

 
Por lo mencionado, corresponde afirmar que el sistema de protección al 

consumidor se encuentra orientado a otorgar tutela administrativa ante una 

relación de consumo concreto o en etapas precontractuales o , inclusive, en los 

servicios de postventa generados a partir de la interacción entre el proveedor y 

consumidor. 

 
Al respecto, ¿qué se entiende por relación de consumo? Según el artículo IV 

numeral 5 del Título Preliminar del Código se establece que es aquella relación 

por la cual un consumidor adquiere un producto o contrata un servicio con un 

proveedor, recibiendo éste una contraprestación económica. 

 
A partir de lo mencionado, se deduce que la relación de consumo es una relación 

existente entre dos sujetos que son el consumidor y proveedor, en relación de 
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un objeto que puede ser un bien o servicio y a cambio de una contraprestación 

económica. 

 
Por lo que, resulta primordial analizar dos aspectos: por un lado, la relación de 

consumo y, por otro lado, los elementos que la conforman. De esta manera se 

permitirá entender en qué casos un consumidor es protegido. 

 
En el presente caso la denuncia fue presentada por el señor Torrealba contra 

Claro debido a la venta de un producto defectuoso. El producto, Iphone 4 de 32 

GB Negro, dejó de funcionar a los pocos meses de que fue adquirido ya que no 

se encendía correctamente y no se visualizaba nada de la pantalla luego de ser 

encendido. 

 
El contrato celebrado para la adquisición del producto fue entre la empresa 

Macaco S.A.C. y Claro. No obstante, fue el señor Torrealba el consumidor final 

del producto debido a que hizo uso del mismo. 

 
En ese sentido, se acredita que el señor Torrealba fue consumidor final del 

equipo celular defectuoso debido a que fue quien lo usó para fines personales y 

laborales. 

 
Por lo tanto, habiendo determinado la competencia de Indecopi en el presente 

caso, se procederá a evaluar si el defecto del producto y los remedios adoptados 

por Claro se encuentran dentro de los alcances del deber de idoneidad. A fin de 

poder determinar si Claro es responsable o no administrativamente. 

 
1.3. Sobre la naturaleza del deber de idoneidad 

 
 

El artículo 18º del Código define al deber de idoneidad como la correspondencia 

entre lo que espera el consumidor y lo que efectivamente recibe, en 

concordancia con la naturaleza del producto o servicio, las condiciones 

acordadas y a la normativa que sobre el particular se haya establecido. La 

idoneidad del servicio o producto se evalúa en función de su naturaleza y la 

actitud para cumplir con la finalidad que la llevó a ser puesta en el mercado. 
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Asimismo, el artículo 19º del Código establece la responsabilidad que tienen los 

proveedores por la calidad e idoneidad de sus productos y servicios ofrecidos en 

el mercado. 

 
En virtud de la norma mencionada, una vez que el consumidor acredite el defecto 

del bien o servicio, corresponde demostrar al proveedor que no le es imputable 

dicho defecto. 

 
En ese sentido, se advierte que el supuesto de responsabilidad administrativa en 

lo actuado por el proveedor obliga a éste a acreditar y sustentar que no es 

responsable por el bien defectuoso ofertado. Por lo tanto, el proveedor tiene la 

carga procesal de acreditar que cumplió con las normas debidas o que hubieron 

hechos ajenos a él que lo excluyen de la responsabilidad. 

 
En relación con lo mencionado, el artículo 173º del TUO de la LPAG señala que 

la carga de la prueba recae sobre los administrados. 

 
1.4. Sobre el deber de idoneidad y su relación con el deber de información 

 
 

Se debe de tener en cuenta que , según el artículo 65º de la Constitución, el 

derecho a la información es un derecho protegido constitucionalmente, por lo 

que es una pieza fundamental para la protección a los consumidor: 

 
Asimismo, según la mencionada norma, esta protección al interés de los 

consumidores recae en garantizar el derecho a la información, seguridad y salud. 

 
Este derecho se encuentra regulada en los artículos 1.1 y 2 del Código, mediante 

el cual, entre otros, se señala que los consumidores tienen derecho a acceder a 

información oportuna, suficiente, veraz y fácilmente accesible, siendo obligación 

del proveedor ofrecer al consumidor toda información relevante para realizar una 

elección adecuada de consumo. 
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De lo mencionado previamente, se desprende que la obligación del proveedor 

es brindar información relevante al consumidor, a fin de que le permita tomar una 

decisión dentro del marco de la relación de consumo. A su vez, la información 

debe de ser oportuna, verdadera, suficiente y accesible; por lo que debe de 

cumplir con ello de manera recurrente, para que no pierda relevancia. 

 
1.5. Las garantías de los productos como parte del cumplimiento deber de 
idoneidad 

 
El denunciado mencionó que la Comisión no consideró lo establecido en el 

artículo 20º del Código, referido a las garantías. 

 
La existencia de una garantía es relevante para determinar la idoneidad de un 

producto o servicio debido a que en ella se especifican las características, 

términos o condiciones que debe contar un producto o servicio. Por lo tanto, el 

proveedor se encuentra obligado a cumplirlas. 

 
En nuestro Código, la figura de la garantía se encuentra regulada en el Art. 20º, 

mediante el cual se señala, entre otros, que para determinar la idoneidad de un 

producto o servicio debe compararse con las garantías que el proveedor brinda. 

 
En ese sentido, el Manual del Cliente es una garantía expresa que Claro brindó 

al demandante. Mediante el manual se informó al denunciante acerca de los 

supuestos cubiertos por la garantía, así como sus condiciones y restricciones. 

Por esa razón, Claro, en aplicación de la garantía otorgada al equipo, se 

comprometió a solucionar las fallas que pudiesen presentarse. Sin embargo, 

para ello, era necesario que esas fallas no fuesen consecuencia de los supuestos 

explícitamente excluidos de la cobertura de la garantía. 

 
En ese sentido, Claro verificó que el celular tenía golpes en la esquina inferior 

izquierda del reverso, por lo que, según lo consignado en el Manual de Cliente, 

quedó excluido de la garantía ofrecida. 
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Sin embargo, lo que manifestó ORPS era que Claro debió de acreditar que 

dichos golpes encontrados en el celular eran la causa de las fallas que 

presentaba el celular, para que de esa forma se encuentre dentro de los 

supuestos excluidos de la cobertura de la garantía. No obstante, Claro no logró 

acreditar ello. 

 
1.6. Interpretación de la Sala respecto al principio del deber de idoneidad 

 
 

En el presente caso, mediante la Resolución Nº 1008-2013/SPC-INDECOPI, la 

Sala resolvió declarar, entre otros aspectos, infundado el recurso de revisión 

planteado por Claro respecto a la presunta interpretación errónea del Artículo 19º 

del Código. 

 
Al respecto, la Sala manifiesta que el deber de idoneidad debe entenderse como 

la obligación de brindar productos que correspondan a las características que 

ofrece el proveedor y que son esperadas por el consumidor. Por lo que, en caso 

el producto sea defectuoso o contrario a lo convenido, los remedios jurídicos que 

operan solo constituyen soluciones residuales. 

 
Por eso, en relación a la circulación de productos en el mercado que presentan 

problemas de funcionamiento se discuten dos aspectos: si el deber de idoneidad 

hace responsable a los proveedores por los productos que colocan en el 

mercado o si se encuentra limitado a la conducta del proveedor frente a un 

reclamo del consumidor. 

 
Se inicia con la interposición de una denuncia en la vía sumarísima, en la cual el 

señor Torrealba denunció a Claro porque la venta de un celular defectuoso, lo 

que le impidió hacer uso del mismo. Ante ello, recurrió al servicio técnico de Claro 

a fin de que pueda ser efectiva la garantía establecida en el Manual del Cliente. 

Sin embargo, Claro no hizo efectiva la garantía debido a que el celular presentó 

un golpe por lo que , según los supuestos establecidos en el Manual, un golpe 

era causa de exclusión de garantía. 
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Mediante el Recurso de Revisión, Claro señala que se dio una aplicación 

incorrecta del artículo 19 del Código debido a que los órganos previos 

consideraron que la venta de un producto defectuoso ya configura como 

conducta infractora. Debido a que no se consideró que un producto puede 

presentar fallas y que es imposible que se garantice que para todos los casos un 

producto nunca presentará fallas. 

 
Ante ello, la Sala hace un análisis recalcando que el caso se encuentra frente a 

un bien de producción masivo circulado en el mercado. Concluye que el 

proveedor es el responsable de poner a disposición productos que presenten 

defectos de funcionamiento. Asimismo, los remedios jurídicos ofrecidos por el 

proveedor no exime de que éste haya incurrido en una infracción al deber de 

idoneidad. 

 
1.7. Claro es responsablemente administrativamente ante el defecto del 
producto 

 
La responsabilidad administrativa de Claro ante el defecto del producto se 

evaluará si se encontraba dentro de los alcances del deber de idoneidad. 

 
En base a todo lo mencionado, corresponde mencionar el Caso Hiraoka, el cual 

había establecido un criterio distinto al establecido por Sala en la Resolución Nº 

1008-2013/SPC-INDECOPI. 

 
Mediante el Caso Hiraoka se estableció que la falla en el funcionamiento del 

producto no constituía una infracción al deber de idoneidad debido a que se 

evaluaba otro factor: comportamiento del proveedor. De esta manera, solo se 

configuraba infracción si el proveedor denegaba, excluía o limitaba la aplicación 

de los mecanismos de solución establecidos por ley o los ofrecidos por el 

proveedor. 

 
No obstante, el criterio establecido por la Resolución Nº 1008-2013/SPC- 

INDECOPI presenta otra visión del deber de idoneidad. Puesto que, aún cuando 

el proveedor hubiese corregido la conducta, igual existe la responsabilidad 
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administrativa. Esto debido a que un consumidor no espera que un proveedor 

coloque productos en el mercado que van a esperar presentar defectos. Se 

busca que el producto o servicio que uno adquiere en el mercado no tenga 

problemas, es decir, no tenga deficiencias. 

 
Por lo tanto, independientemente de que el proveedor haya corregido el defecto 

basta que se acredite que hubo un defecto y que dicho defecto sea atribuible al 

proveedor, el proveedor debe de responder por dicho defecto. Por lo que, en el 

presente caso, a fin de no se aplique la garantía al consumidor, el proveedor no 

logró acreditar que el golpe fue la causa que el celular presentara defectos. Por 

lo que, en base a todo lo expuesto en apartados anteriores, Claro es responsable 

administrativamente por incurrir a una infracción al deber de idoneidad. 

 
 

PROBLEMAS SECUNDARIOS 
 
 

PROBLEMA Nº 2: Ante la interposición de un recurso de revisión, ¿la CC2 
podía ejecutar o exigir el cumplimiento de la medida correctiva y de la 
sanción emitida mediante Resolución Final Nº 1362-2011/PSE3 el cual fue 
confirmada con la Resolución Final Nº 3015-2012/CPC? 

 
Previo a responder la pregunta, resulta importante mencionar los hechos 

relevantes que servirán para materia del análisis de la pregunta formulada. 

 
El 15 de agosto de 2012, mediante la Resolución Final Nº 3015-2012/CPC, se 

confirmó la Resolución Final Nº 1362-2012/PS3 emitida por ORPS Nº 3 en el 

procedimiento iniciado por el señor Torrealba en contra de Claro, en los seguidos 

bajo el Expediente Nº 1343-2011/PS3. 

 
En esa oportunidad, ORPS Nº 3 ordenó que, en calidad de medida correctiva, 

Claro cumpla con entregar al señor Torrealba un producto similar o de las 

mismas características que el equipo materia de denuncia. 
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La Resolución Final Nº 3015-2012/CPC fue notificada a Claro el 24 de agosto de 

2012. Por lo que, teniendo en cuenta que el plazo se contabiliza a partir del día 

en que ésta es notificada, el cumplimiento de la medida correctiva debió hacerse 

efectivo, como plazo máximo, hasta el 3 de agosto de 2012. 

 
El 4 de septiembre de 2012, Claro presentó un recurso de revisión ante 

Comisión, el cual fue concedido mediante Resolución Nº 3, de fecha 7 de 

septiembre de 2012, contra la Resolución Final Nº 3015-2012/CPC. 

 
Asimismo, mediante Resolución Nº 1, emitida el 29 de octubre de 2012 por el 

ORPS Nº 1, se requirió a Claro que acredite el cumplimiento de la medida 

correctiva ordenada mediante la Resolución Final Nº 1362-2011/PS3 confirmado 

por la Resolución Final Nº 3015-2012/CPC, seguido bajo el Expediente Nº 1343- 

2011/PS3. Por lo que, en caso de incumplimiento, se haga efectiva la sanción 

establecida en el artículo 117º del Código. 

 
En este caso, estamos ante un procedimiento sancionador, y que además 

incluye medida correctiva y sanción. Por lo que, mientras se encontraba en 

trámite la resolución del recurso de revisión, existían tanto una medida correctiva 

y sanción, los cuales se exigía su cumplimiento. 

 
En ese sentido, surgió la pregunta ¿ante la interposición del recurso de revisión, 

la CC2 podía exigir el cumplimiento de la medida correctiva y de la sanción 

confirmada mediante Resolución Final de CPC? 

 
A fin de poder llegar a una respuesta, corresponde realizar el siguiente análisis: 

Primero, analizar la naturaleza del recurso de revisión. Segundo analizar la 

naturaleza de la medida correctiva y sanción. De esta manera podemos llegar a 

una conclusión a la pregunta formulada. 

 
2.1. Análisis de la naturaleza del Recurso de Revisión 

 
 

El recurso de revisión es un recurso administrativo que tiene el carácter de 

extraordinario. Al respecto, Palomar y Fuentes (2022) señalan que son 
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extraordinarios porque sus motivos de impugnación se presentan como tasados 

y, por ello, quien lo solicita debe realizar acciones que permitan reconducir sus 

razones de impugnación a alguno de los motivos que se encuentran indicados 

en la norma. 

 
Este recurso de revisión fue implementado el 2010 mediante el artículo 210 de 

la Ley 27444, Ley de Procedimiento Administrativo General (LPAG). Sin 

embargo, en la mencionada norma, no se habían mencionado las razones por 

las que un administrado podía usarlo, siendo ello necesario debido a que al ser 

un recurso de carácter excepcional solo pueden interponerse por motivos 

específicos. 

 
2.2. Aspectos relevantes de la medida correctiva 
 
 

2.2.1. Naturaleza de las medidas correctivas 
 
 

La medida correctiva es un acto administrativo que opera ante situaciones 

donde el administrado comete actos contrarios a la ley, por lo que la 

Administración debe restablecer dicha situación alterada. En palabras de 

Morón (2010), la medida correctiva es un mandato u orden por parte de una 

autoridad competente con el propósito de corregir una situación errada o 

equivocada (p.146). De la misma manera se pronuncia Danós (1995) al 

indicar que no son modalidades sancionatorias, sino que son exigencias de 

adopción de medidas específicas con el fin de restituir las cosas a su 

situación original (p. 156). 

 
Por ende, la medida correctiva no es sanción sino una orden; puesto que 

no buscan sancionar al administrado, sino revertir la situación que genera 

vulneración, procurando regresar al estado anterior, con la finalidad de 

evitar que suceda lo mismo en un futuro. 

 
2.2.2. La medida correctiva establecida en el Código 
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El Código establece que Indecopi es el organismo que se encarga de 

imponer medidas correctivas en materia de protección al consumidor. Tal 

como establece el artículo 114º del Código, Indecopi puede dictar medidas 

correctivas reparadoras o complementarias. 

 
2.2.3. Ejecutabilidad de las medidas correctivas 

 
 

Existen tres procedimientos para ejecutar medidas correctivas: 

procedimientos de incumplimiento de medidas correctivas, multas 

coercitivas por incumplimiento de mandato y mediante vía judicial. 

 
Respecto a la primera forma, se puede iniciar un procedimiento de 

incumplimiento de medidas correctivas. 

 
La segunda forma se da cuando el consumidor pone en conocimiento a la 

Administración que el proveedor no está cumpliendo con lo ordenado. 

Luego de verificar que el proveedor no acreditó el cumplimiento de la 

medida correctiva, se procede a sancionar con multas coercitivas por 

incumplimiento de mandato. 

 
Como última forma, la medida correctiva es un título ejecutivo para ir a la 

vía judicial y exigir el cumplimiento de la misma. 

 
2.3. Aspectos relevantes de la sanción 

 
 

2.3.1. Naturaleza de la sanción 
 
 

Según los autores Gómez, Isla y Mejía (2010) , la sanción es una decisión 

de la Administración de afectar la esfera jurídica de las personas antes la 

verificación de su conducta previamente tipificada como infracción 

administrativa (p. 136). 

 
Por lo tanto, tienen naturaleza sancionadora debido a que tiene la finalidad 

de disuadir y castigar la conducta tipificada como infracción. 
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2.3.2. La sanción establecida en el Código 
 
 

Teniendo en cuenta que la aplicación de las sanciones es una expresión 

de la potestad sancionadora que tiene la Administración, los autores 

Gómez, Isla y Mejía (2010), mencionan que el objetivo de las sanciones 

administrativas en materia de consumidor están dirigidas a castigar a los 

proveedores que cometen infracciones al Código y de desincentivar la 

comisión de nuevas infracciones (p.135). 

 
2.4. ¿La Administración puede exigir el cumplimiento de la medida 
correctiva? 

 
En base a lo mencionado previamente, en materia de protección al consumidor, 

la medida correctiva es un acto administrativo mediante el cual la Administración 

ordena al proveedor a restablecer una situación alterada producto de un acto 

contrario al Código. Por lo tanto, no tiene naturaleza sancionadora. 

 
Por otro lado, la sanción es una expresión de la potestad sancionadora que tiene 

la Administración. Debido a que se le impone al proveedor como sanción ante 

infracción administrativa. Por lo tanto, tiene naturaleza sancionadora. 

 
Por lo que, al ser un recurso que tiene el carácter de extraordinario, corresponde 

responder la siguiente pregunta: ¿la CC2 podía exigir el cumplimiento de la 

medida correctiva y de la sanción confirmada mediante Resolución Final emitida 

por CPC? 

 
En base a lo mencionado, se concluye que, ante la interposición del recurso de 

revisión contra la resolución de Comisión que impuso sanción, dicha resolución 

recién será ejecutiva cuando agota la vía administrativa. Esto es diferente a la 

medida correctiva que no tiene naturaleza sancionadora, por lo que la resolución 

de Comisión sí es ejecutiva. En consecuencia, la Administración sí le puede 

exigir el cumplimiento de la medida correctiva. 
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PROBLEMA 3: ¿Existió vulneración al debido procedimiento administrativo 
por parte de CC2 al declarar nulidad parcial de la resolución de primera 
instancia? 

 
3.1. Análisis de la imputación de cargos efectuada por Comisión y ORPS 

 
 

Mediante Resolución 3015-2012/CPC, la Comisión declaró la nulidad parcial de 

la Resolución Nº 1362-2012/PS3 y de la Resolución Nº 2 , referido a la 

imputación de la presunta infracción al artículo 23º del Código y en vía de 

integración imputó los hechos denunciados en ese extremo del artículo 23º como 

infracción del artículo 19º del Código. 

 
En ese sentido, tanto ORPS y Comisión resolvieron de la siguiente manera antes 

los dos hechos infractores: venta de producto defectuoso y negativa de hacer 

efectiva la garantía en tanto no se brindó un servicio técnico idóneo: 
 
 

IMPUTACIÓN DE 
CARGOS 

Resolución Nº 1362- 
2012/PS3 

Resolución 3015- 
2012/CPC 

Infracción al artículo 19º 

Código 

Por haber vendido 

equipo defectuoso. 

FUNDADA: acreditada 

la existencia de fallas 

en el producto. 

FUNDADA: acreditada la 

venta de un producto no 

idóneo. 

Por negativa de 

cobertura de garantía y 

reparación del producto. 

Infracción al artículo 23º 

Código 

Negarse a hacer efectiva 

la garantía: no se brindó 

servicio técnico idóneo. 

INFUNDADA: Claro 

dejó constancia del 

equipo  antes  y 

después de la 

reparación. 

NULIDAD: El hecho 

infractor no corresponde 

a una infracción por el 

artículo 23º sino por el 

artículo 19º del Código. 

Fuente: Elaboración propia. 
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Como se puede observar del gráfico, la Comisión declaró la nulidad parcial de la 

imputación de cargos referida al artículo 23º del Código, a fin de que la segunda 

conducta infractora, referida a un servicio técnico no idóneo, sea integrada como 

presunta infracción al artículo 19º del Código. 

 
En ese sentido, considero que lo alegado por Claro no corresponde a infracción 

del derecho al debido procedimiento. Debido a que el hecho que Claro considera 

cuestionable (venta de equipo celular defectuoso) fue imputada desde el inicio 

mediante la resolución de imputación de cargos como infracción al artículo 19º 

del Código. 

 
Por lo tanto, Claro tuvo, desde un primer momento, la oportunidad de ejercer su 

derecho de defensa respecto al hecho infractor (venta de equipo celular 

defectuoso). Por lo que no se podría alegar vulneración al debido procedimiento. 

 
3.2. No se generó vicio del acto administrativo 

 
 

El artículo 10º inciso 2 del TUO de la LPAG contempla que uno de los vicios del 

acto administrativo que generan la nulidad del acto administrativo es el defecto 

u omisión de alguno de los requisitos de validez. 

 
En ese sentido, mediante su recurso de revisión, Claro alegó que el hecho de 

que la Comisión se haya pronunciado sobre un hecho no imputado en el presente 

procedimiento (venta de un equipo celular defectuoso) puede ser decisivo en el 

sentido de la resolución. Esto debido a que Claro pudo haber sido afectado en 

su derecho de defensa, siendo así vulnerado la validez del acto administrativo. 

 
No obstante, según el gráfico mostrado previamente, en vía de integración se 

imputó el hecho de “no brindar un servicio técnico idóneo” como infracción al 

artículo 19º . Puesto que, previo a ello, había sido imputado como infracción al 

artículo 23º. 
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Por lo tanto, el nuevo hecho que alega Claro ( venta de un equipo celular 

defectuoso) ya había sido imputada previamente como infracción al artículo 19º 

mediante la resolución de cargos emitida por ORPS. 

 
Se concluye que Claro no puede alegar vulneración al debido procedimiento ni 

a su derecho de defensa en tanto el nuevo hecho que alegó ya había sido 

imputado previamente, por lo que tenía la facultad para formular sus descargos. 

En consecuencia, no se generó vicio del acto administrativo. 

 
 

PROBLEMA COMPLEMENTARIO 
 
 

PROBLEMA 4: ¿El recurso de revisión en los procedimientos sumarísimos 
afecta la naturaleza de la celeridad de la resolución administrativa? 

 
Como problema complementario, corresponde analizar ciertos aspectos 

importantes sobre el diseño de la figura del recurso de revisión abordados en el 

presente caso. Por esa razón, en primer lugar, se analizará el recurso de revisión 

en el Código, luego, el recurso de Revisión en la Exposición de Motivos del 

Decreto Legislativo 1308 y finalmente, se realizará el análisis de la aplicación del 

recurso de revisión en el caso Claro. 

 
4.1. El recurso de revisión en el Código de Protección y Defensa del 
Consumidor 

 
El ORPS es un órgano que fue creado por el Consejo Directivo del Indecopi a fin 

de resolver casos de manera más célere o ágil, teniendo en cuenta que la cuantía 

es reducida o porque la materia no implica un riguroso análisis. 

 
Este órgano sirve como primera instancia administrativa en los casos de 

denuncia donde la cuantía del producto o servicio reclamado no supere las 3 

UIT, así como los otros supuestos de infracción tipificados en el artículo 125 del 

Código. En ese sentido, en caso de existencia de apelación dentro del 
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procedimiento, la Comisión constituye la segunda instancia administrativa en 

este procedimiento sumarísimo. 

 
Adicionalmente, la normativa señalada indica que este recurso únicamente 

procede contra los errores de puro derecho que hayan sido emitidos por la 

Comisión ya sea ante una inaplicación o aplicación errónea de las normas del 

Código, o ante la inobservancia de precedentes de observancia obligatoria. 

 
Al respecto, los requisitos de procedencia del recurso de revisión son 2. El 

primero es que la existencia de un error de derecho y , el segundo, que el error 

invocado repercute directamente en la decisión de la Comisión. 

 
Sobre el primer requisito, el recurrente debe alegar la existencia de un error de 

derecho en la resolución de la Comisión. Para ello deberá describir el presunto 

error de derecho al que se incurrió. Por lo tanto no es necesario que identifique 

con exactitud qué tipo de error se incurrió, puesto que la Sala es la que se 

encargará de precisarlo, en caso se hubiese cometido. 

 
En ese sentido, por medio de la Resolución 802-2011/SC2- INDECOPI, la Sala 

mencionó 4 causales de errores de derecho: 

 
a. Inaplicación de una norma del Código: dejar de aplicar la norma relevante 

al caso. 

b. Aplicación indebida de la norma: cuando la norma se aplica de forma 

impertinente. 

c. Interpretación errónea de la norma: cuando la norma se interpreta de 

forma inexacta pese a haberse aplicado de forma pertinente 

d. Observancia de un precedente de observancia obligatoria: cuando se deja 

de aplicar el precedente pertinente. 

 
Sobre el segundo requisito, se refiere a que el error de derecho invocado debe 

repercutir directamente en la decisión de la Comisión. 
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4.2. El Recurso de Revisión en la Exposición de Motivos del Decreto 
Legislativo 1308 

 
Según lo mencionado por la Exposición de Motivos del Decreto Legislativo 1308, 

la instancia sumaria fue creada con la finalidad de desconcentrar procedimientos 

por su cuantía y complejidad, a fin de que sean resueltas de forma más célere. 

No obstante, mediante el artículo 125 del Código se mantuvo la posibilidad de 

que se pueda recurrir a un órgano resolutivo de segunda instancia a fin de emitir 

un pronunciamiento y, finalmente, de manera excepcional, la posibilidad de 

interponer un recurso de revisión. 

 
No obstante, en la mencionada Exposición de Motivos se indica que, en la 

práctica, se ha observado que la celeridad del procedimiento sumarísimo se ve 

afectada por la existencia de la figura del recurso de revisión. Puesto que, 

además de que la controversia sea resuelta por tres instancias, la controversia 

puede extenderse aún más ante la posibilidad de que se originen procedimientos 

de ejecución como causa de incumplimiento del mandato de la autoridad. 

 
Por lo tanto, considera que debe existir únicamente dos instancias puesto que 

de esa forma se cumpliría la finalidad para la cual fue creada el ORPS, que es la 

de resolver procedimientos con mayor celeridad, teniendo en cuenta que son 

controversias de baja y mediana complejidad. 

 
4.3. Análisis de la aplicación del recurso de revisión en el caso Claro 

 
 

Por medio del presente caso podemos observar que el 5 de septiembre de 2011, 

el señor Torrealba denunció a Claro por infracción al Código. En ese sentido, por 

la cuantía correspondió que su caso fuese evaluado por el ORPS. 

Posteriormente, ante la apelación interpuesta por CLARO, éste debió ser 

valorado por la Comisión, a fin de que emita un pronunciamientos sobre los 

hechos del caso. Es así que, mediante Resolución Final Nº 3015-2012/CPC, la 

Comisión emitió lo resuelto en el presente caso, en el que confirmó lo 

pronunciado por ORPS. 
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Debiese haber acabado el procedimiento administrativo con lo resuelto por los 

órganos de primera y segunda instancia. Sin embargo, CLARO interpuso recurso 

de revisión en virtud de la existencia en dicho momento del Recurso de Revisión 

como figura excepcional dentro del procedimiento. En ese sentido, Sala se 

pronunció sobre dicho recurso interpuesto, el cual emitió un pronunciamiento 

final el 25 de abril de 2013, mediante Resolución 1008-2013/SPC-INDECOPI. 

 
Por lo mencionado, resulta cuestionable que una denuncia que ingresó por 

ORPS y que, en virtud de su naturaleza, debió ser resuelta de forma célere. 

Inclusive, tanto ORPS como CPC resolvieron en el mismo sentido, por lo que se 

acredita lo fundamentado en la Exposición de Motivos del Decreto Legislativo 

1308, respecto a que en la práctica se observa que existen pocos casos donde 

las instancias inferiores aplican de forma incorrecta el Código. 

 
Inclusive, en caso de que lo resuelto por ORPS y Comisión no tuviese un mismo 

sentido y aún existiese cuestionamiento por parte del administrado, puede 

recurrir a un Procedimiento Contencioso Administrativo. Lo mencionado no 

pretende que se realice más carga procesal, sino mencionar que las entidades 

públicas no pueden retener a los administrados para que todo se resuelva en la 

vía administrativa y que no puedan recurrir a la vía jurisdiccional. 

 
Por lo tanto, no resulta pertinente la existencia de la figura del recurso de revisión 

en un procedimiento sumarísimo debido a que desnaturaliza la finalidad para la 

cual ha sido creada. Asimismo, no se ve afectado el derecho de los 

administrados en caso deseen impugnar debido a que si en el marco de un 

procedimiento sumarísimo los administrados no están conformes con la decisión 

que adopta la Comisión, tienen derecho de impugnar directamente ante el Poder 

Judicial. Si bien con la resolución en Comisión agotaría la vía administrativa, no 

excluye de que pueda ser impugnada judicialmente. 
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VI. CONCLUSIONES Y/O RECOMENDACIONES 
 
 

1. Ante la interposición del recurso de revisión contra la resolución de 

Comisión que impuso sanción, dicha resolución recién será ejecutiva 

cuando agota la vía administrativa. Esto es diferente a la medida 

correctiva que no tiene naturaleza sancionadora, por lo que la resolución 

de Comisión sí es ejecutiva. En consecuencia, la Administración sí le 

puede exigir el cumplimiento de la medida correctiva. 

 
2. El nuevo hecho que alega Claro ( venta de un equipo celular defectuoso) 

ya había sido imputada previamente como infracción al artículo 19º 

mediante la resolución de cargos emitida por ORPS. Se concluye que 

Claro no puede alegar vulneración al debido procedimiento ni a su 

derecho de defensa en tanto el nuevo hecho que alegó ya había sido 

imputado previamente, por lo que tenía la facultad para formular sus 

descargos. En consecuencia, no se generó vicio del acto administrativo. 

 
3. No es pertinente la existencia de la figura del recurso de revisión en un 

procedimiento sumarísimo debido a que desnaturaliza su naturaleza que 

es la de ser célere. Asimismo, no se ve afectado el derecho de los 

administrados en caso deseen impugnar debido a que en caso no estén 

conformes con la decisión que adopta la Comisión, tienen derecho de 

impugnar directamente en vía judicial. 

 
4. No obstante, el criterio establecido por la Resolución Nº 1008-2013/SPC- 

INDECOPI presenta otra visión del deber de idoneidad. Puesto que, aún 

cuando el proveedor hubiese corregido la conducta, igual existe la 

responsabilidad administrativa. 

 
Por lo tanto, independientemente de que el proveedor haya corregido el 

defecto basta que se acredite que hubo un defecto y que dicho defecto 

sea atribuible al proveedor, el proveedor debe de responder por dicho 

defecto. El proveedor no logró acreditar que el golpe fue la causa que el 
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celular presentara defectos. Por lo que, Claro es responsable 

administrativamente por incurrir a una infracción al deber de idoneidad. 
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